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EditorialGalo Chiriboga Zambrano 
Fiscal General del Estado

L as ciencias penales, con todos sus desarrollos en los ámbitos dog-
mático, procedimental, criminológico, no tienen todas las res-

puestas para un sistema de justicia penal que día a día plantea nuevas 
interrogantes. Partimos entonces de una interrogación continua y de 
la necesidad activa que tienen los Estados de producir respuestas de 
Política Criminal. Es esto lo que ha dado origen a la Red de Capacita-
ción de los Ministerios Públicos de Iberoamérica (RECAMPI).

RECAMPI tuvo el acierto de organizar un primer seminario bajo el 
título “Análisis Estratégico de Fenómenos Criminales”  y escogió como 
sede Quito-Ecuador. Y lo que estaba en evidencia es que en el sistema 
de justicia penal se requería responder a grandes problemas de la socie-
dad contemporánea, como la prevención del delito, los requerimientos 
de la seguridad ciudadana o el mejoramiento de la justicia penal. 

El criterio manejado por nuestros ilustres maestros del Derecho de 
que todas las respuestas se encuentran en la Ley ha sido superado por 
la fuerza de los acontecimientos, para devenir en una necesidad cons-
tante de desmontaje de la vieja ciencia y dar lugar a la construcción 
de nuevos modelos en las ciencias penales. 

La propuesta de la RECAMPI para el reciente encuentro de Quito 
fue desarrollar un análisis estratégico de los fenómenos criminales 
y la elaboración de propuestas significativas. Este desafío muestra la 
necesidad de modelos de gestión de las Fiscalías Generales o Ministe-
rios Públicos,  como una respuesta urgente a los nuevos fenómenos 
atados a la criminalidad transnacional organizada y a situaciones con-
tingentes de un futuro inmediato, relacionadas con la reacción social 
organizada frente al crimen.

Mecanismos de capacitación -o de recapacitación si se requieren- po-
nen sobre el tapete los requerimientos de realización de la justicia en 
el telón de fondo del respeto de la dignidad humana, la protección de 
las víctimas, los mecanismos de persecución e investigación criminal 
de los delitos y los grandes principios procedimentales. Y, en términos 
significativos, un intercambio institucional entre los diferentes paí-
ses comprometidos en la RECAMPI.

La organización del encuentro aportó con la convocatoria interna-
cional y un conferencista invitado, el catedrático de la Universidad de 
Málaga y Director del Instituto Andaluz de Criminología, el doctor 
José Luis Díez Ripollés.  Concurrieron igualmente representantes de 
los Ministerios Públicos de Argentina y España, doctores Diego Gar-
cía y Eleuterio Gonzales. 

La Dirección de Política Criminal de la Fiscalía General hace un es-
fuerzo permanente para la relectura del desafío institucional. En días 
recientes la Fiscalía General del Estado ha publicado un texto signi-
ficativo producido por el criminólogo argentino Máximo Sozzo, bajo 
el título “La prevención del delito”.
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Dr. Santiago Argüello Mejía 
Director de Política Criminal de la Fiscalía General del Estado

ABRE- BOCAS 
para el análisis 

E l contenido estratégico 
de una propuesta, siendo 

de tanto relieve, con demasia-
da frecuencia se ha limitado al 
ejercicio de marcar en los pla-
nes, programas y proyectos de 
política pública la definición 
de visión y misión. Desde las 
empresas hasta los cuarteles ex-
hiben visión/misión a la entra-
da a sus recintos. En tanto que 

la respuesta de política pública 
siempre encarna una mayor 
complejidad, cuanto más si esas 
políticas están orientadas a res-
ponder a problemas significati-
vos del convivir social, como lo 
es la realidad delictiva.

Quien introduce al análisis del 
fenómeno criminal el conteni-
do estratégico, con seguridad 

intuye que aquello debería vol-
carnos sobre el propósito de 
una verdadera planificación y 
gestión pública, que enfrenta 
a diario contingencias o aspec-
tos ampliamente imprevisibles 
como el propio desarrollo de 
una cierta cultura de violencia, 
o la incidencia de una delin-
cuencia organizada que de ma-
nera galopante se moderniza 
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y adquiere nuevos mecanismos 
para ocultar sus acciones del ojo 
atento de los agentes del Esta-
do. Por lo que cualquier enfoque 
estratégico ha de enfrentar una 
realidad en movimiento, en que 
subsisten relaciones de poder que 
articulan lo político y lo econó-
mico en un telón de fondo social.

Así resulte extraño para algunos 
que piensan de manera diferente 
al Estado, se hace indispensable 
una gestión, un “management”, 
que incluye un cierto juicio es-
tratégico, que no desestima el 
poder en la organización sino que 
evalúa los fenómenos de mane-
ra práctica, buscando introducir 
cambios en las políticas públicas 
que incidan en el fenómeno de-
lictivo de cada país, de cada re-
gión, de cada espacio local.  FGE 
de Ecuador se ha planteado una 
estrategia a través de su modelo 

de acción ofreciendo relieve a un 
estamento de POLÍTICA CRIMI-
NAL en su organización, lo que se 
traduce necesariamente en proce-
sos específicos:

�� 	ESTADÍSTICAS del fenóme-
no delictivo como respuesta 
permanente, oportuna y fiable;

�� 	ESTUDIOS para desarrollos 
temáticos específicos, como 

por ejemplo: trata de personas 
y femicidio; delincuencia orga-
nizada; economías ilegales; ac-
ceso a la justicia penal y otros.

�� 	EL DESAFÍO DE LAS POLÍ-
TICAS a fin de generar pro-
puestas de política pública 
que desde la Fiscalía General 
del Estado puedan plantearse 
y ejecutarse al interior de un 
Estado de Derechos y Justicia.

El desafío sigue siendo descomu-
nal y no se suple con el solo plan-
teamiento organizacional, que se 
inscribe en una voluntad política 
de lucha contra la impunidad y de 
mejoramiento del sistema de jus-
ticia penal. Inevitable desde los 
ministerios públicos que la acción 
propiamente dicha se encamine 
al fortalecimiento institucional 
en materia de investigación del 
crimen y acusación, tanto como 
en procurar sinergias interinsti-

Se hace indispensable 
una gestión, un “mana-
gement”, que incluye un 
cierto juicio estratégico, 
que no desestima el poder 
en la organización sino 
que evalúa los fenómenos 
de manera práctica.



tucionales de inteligencia crimi-
nal, para enfrentar un fenómeno 
que ha dejado de ser espontáneo 
para convertirse en “delincuencia 
organizada”.

Un replanteamiento paradigmáti-
co tiene que ver con una reacción 
social frente al hecho que merece 
persecución penal, dando relieve 
a la situación de las víctimas, a un 
debido proceso que traduce en ga-
rantías los derechos humanos, ade-
más de un empeño que merece un 
asterisco en el caso ecuatoriano en 
cuanto a graves violaciones a los 
derechos humanos y a los delitos 

de lesa humanidad. En el proceso 
hay un cambio para dar cada día 
mayor espacio a las víctimas y para 
recuperar muchos casos que, en 
apariencia habían sido sometidos 
a un cierto “juzgamiento”, pero 
que no eran más que la reiteración 
práctica de fórmulas de impuni-
dad y negación de la justicia. 

En tal virtud, se abre un camino 
hacia la judicialización que ad-
mite casos que por primera vez 
conocerán el rostro de la justicia. 
El desafío de la FGE es un pro-
pósito significativo para la vida 

del país y abre inclusive un cauce 
para que ciertos delitos relacio-
nados con los derechos humanos 
sean atendidos luego de décadas, 
ateniéndonos al principio de que 
son casos imprescriptibles.

Hace falta pasar un discurso y en 
ese discurso un “hilo rojo” que es 
el hecho de que existimos para la 
“realización de la justicia” Nada 
de lo que hagamos por fuera de 
este objetivo se reviste de sentido. 
Y nuestra Constitución pareciera 
reafirmar el principio contun-
dente de FOUCAULT para no 
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FGE de Ecuador se ha planteado una estrategia 
a través de su modelo de acción ofreciendo relieve 
a un estamento de POLÍTICA CRIMINAL en su 
organización

En la foto, de izquierda a derecha: 
Dr. Galo Chiriboga Zambrano, Fiscal 
General de Ecuador; Dr. Eleuterio 
Gonzales y Dr. Diego García, durante 
el I Seminario Internacional de Análisis 
Estratégico de Fenómenos Criminales.



sacrificar la justicia en el altar 
de la ley. El sistema procesal es 
un medio para la realización de 
la justicia… No se sacrificará la 
justicia por la sola omisión de 
formalidades. (Art.169 Const.) 
Quienes sostienen que la trans-
formación de la justicia penal 
se asegura solamente con pro-
cedimientos cosméticos –cam-
bios exclusivos en materia de 
procedimiento penal—posible-
mente no asumen que a la par 
se requiere una transformación 
en el espíritu de quienes tienen 
el delicado encargo de ser tra-
bajadores de la justicia.

En virtud de todo lo aquí ade-
lantado de manera esquemática 
hay que buscarle un sentido y 
una ubicación a los esfuerzos 
por construir una POLÍTICA 
CRIMINAL del ESTADO. Por 
el relieve que le damos al tema 
hemos señalado que los veri-
cuetos del fenómeno criminal 

se parecen a un gran alambi-
que, en el que se filtran dog-
mática penal, investigación del 
delito, tendencias de la Crimi-
nología como explicación de 
ciertas conductas, proyectos de 
transformación del sistema de 
justicia penal, en fin, un cierto 
conocimiento de la realidad de-
lictiva en una país determina-
do, y al final de ese alambique 
pocas gotas que constituyen la 
propuesta diseñada de un pro-
grama , plan o proyecto de po-
lítica pública para el control de 
la criminalidad, su prevención, 
atención a la inseguridad ciuda-
dana o mejoramiento del siste-
ma de justicia penal. 

Cuando el gran Pavarini en-
frenta la responsabilidad de los 
gobiernos locales en materia de 
seguridad ciudadana sostiene 
que debe estructurarse a través 
de políticas preventivas, en el 
sentido de que éstas implican 

“hacerse cargo” del malestar, de 
la situación problemática, más 
que de la remoción de las cau-
sas que presumiblemente gene-
raron el conflicto.  (Castigar al 
enemigo, Flacso-Municipio de 
Quito, 2009)  Hay algo de mo-
destia y sentido de realidad en 
el planteamiento que contesta 
al populismo penal que prome-
te un idílico paraíso sin delito. 

Tenemos que enfrentar el mie-
do de la sociedad frente al fe-
nómeno delictivo que siempre 
tiene su rédito en políticas so-
ciales y en políticas de seguri-
dad, de apariencia preventiva.  
Es como si la inseguridad, la 
alarma social y el miedo fue-
sen capaces de canalizar otras 
insatisfacciones sociales.  El 
resultado es que la denominada 
“emergencia criminal” oculta 
otras emergencias que revisten 
gravedad y requieren la res-
puesta animosa de los Estados.  
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De izquierda a derecha: Dr. Diego García (Argentina), Dr. José Luis Díez (España), Dr. Santiago Argüello y Dr. Teodoro 
Barros (Fiscalía General del Estado de Ecuador).



LA RESPUESTA  
PREVENTIVA
J osé Luis Díez Ripollés, iden-

tifica en su ponencia, la exis-
tencia de algunos rasgos dentro 
del ampliamente adoptado mo-
delo de Política Criminal Segu-
ritaria, definido como estrate-
gia para la neutralización del 
delincuente, en la perspectiva 
de que no vuelva a delinquir. 

De otra parte, antes de que se 
consolidara un modelo de po-
lítica criminal especialmente 
orientado a la seguridad comu-
nitaria, nació la idea de que el 
Derecho Penal debía condenar 
conductas graves más lesivas 
para la sociedad, introduciendo 
en los catálogos penales una va-

riedad de conductas delictivas 
que no se encontraban antes 
contempladas. 

Este modelo da relieve a los 
sentimientos colectivos de in-
seguridad ciudadana y muchas 
veces se torna hacia la víctima, 
mas siempre en búsqueda de la 
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En el modelo de política criminal securitaria se estudia a las instituciones de control 
social por cuanto se desea establecer cuáles son los criterios para definir quiénes 
son y quiénes no son delincuentes.

justicia y lejos de la carga de dolor 
o de venganza que ella puede abri-
gar. Pero, en ese camino bien vale 
reiterar que la experiencia sufrida 
por la víctima debe aportar al co-
nocimiento de las acciones que se 
han de tomar, y no en la perspec-
tiva de  invalidar o confrontar las 
propuestas que en política públi-
ca formulan los expertos. 

En el modelo de política criminal 
securitaria se estudia a las institu-
ciones de control social por cuan-
to se desea establecer cuáles son 
los criterios para definir quiénes 
son y quiénes no son delincuentes. 
El delincuente es quien ha decidi-
do “ganarse la vida” de una forma 
ilícita. En esta dirección se con-
cluye en la necesidad de trabajar 

sobre las causas de la delincuencia, 
lo que a la postre permitirá traba-
jar también sobre la reincidencia. 
Hoy sabemos con certeza que la 
perspectiva de rehabilitar al de-
lincuente, para reinsertarlo a la 
sociedad, peca de ser una política 
ingenua  que requiere por lo de-
más mucho dinero.   

Un segundo modelo es el que ha 
dado en llamarse moderado.  Es 
un modelo humanitario en donde 
se intenta causar el menor daño 
posible a los delincuentes y a las 
víctimas. La delincuencia no se 
elimina aumentando o reducien-
do penas. Se debe aspirar a un 
modelo de política criminal bien-
estarista o social que significa 
que el delincuente se encuentre 

en mejores o iguales condiciones 
individuales y sociales para desa-
rrollar su vida conforme a la ley. 
La orientación de conjunto es a la 
inserción del delincuente. 

En ese sentido, la alternativa al 
modelo de seguridad ciudadana 
no es el modelo garantista, sino 
un modelo penal bienestaris-
ta. Y los términos del debate se 
desenvuelven, en consecuencia, 
en el campo de la racionalidad 
pragmática, esto es, en el de la 
efectividad y eficacia de las me-
didas de intervención social a 
tomar. La contraposición entre 
estas dos perspectivas, sin per-
juicio de que ninguna renuncie 
plenamente a contenidos de la 
otra, refleja el contraste entre un 
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Un segundo modelo es el 
que ha dado en llamarse 
moderado.  Es un modelo 
humanitario en donde se 
intenta causar el menor 
daño posible a los delin-
cuentes y a las víctimas. 

afrontamiento ingenuo, tosco de 
la delincuencia, centrado en los 
síntomas e incapaz de ver más 
allá del corto plazo, y un abor-
daje experto de la criminalidad, 
consciente de la complejidad del 
fenómeno, centrado en las cau-
sas y dispuesto a dar su tiempo a 
las modificaciones sociales.

Este modelo penal bienestarista 
ha de marcar, de forma inmedia-
ta, sus distancias respecto de dos 
pautas de intervención politico-
criminal que se pueden reclamar 
igualmente herederas del Estado 
del bienestar. La primera es, jus-
tamente, el modelo resocializa-
dor, cuyo derrumbe se debió, en 
gran medida, a la excesiva aten-
ción y expectativas puestas en la 
actuación sobre el delincuente, 
descuidando las intervenciones 
sobre la sociedad.

Dentro de este modelo de Polí-
tica Criminal, considera que la 
prevención debe desarrollarse en 
varios niveles:

Nivel de  
prevención primaria

Que se basa en factores indivi-
duales, sociales, situacionales y 
emocionales que generan la delin-

cuencia, es decir, se orienta a  co-
rregir dichos nichos sociales don-
de se generaría la delincuencia.

Nivel de  
prevención secundaria

Se refiere a colectivos de perso-
nas con determinados riesgos de 
convertirse en delincuentes, pero 
lamentablemente ningún sistema 
de control penal, salvo la política 
la tiene dentro de sus objetivos.

Nivel de  
prevención terciaria

Para Díez este es el más intere-
sante, por cuanto es el que inter-
viene sobre quienes ya están so-
metidos directamente al control 
penal y no para quienes viven en 
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un contexto social con factores 
de riesgo, por lo que debería-
mos centrarnos en el estudio de 
reglas y prácticas que generan 
exclusión social para lograr una 
política bienestarista que con-
ciba una verdadera integración 
urbana en las ciudades para ir 
construyendo un modelo de po-
lítica criminal incluyente. 

Así, se afirma que la criminali-
dad de los socialmente exclui-
dos constituye la dimensión no 
tecnológica de la sociedad del 
riesgo, de forma que, por ejem-

plo, la anticipación de la tutela 
penal se justifica tanto por la 
necesidad de reaccionar con 
estructuras a las nuevas formas 
de criminalidad, como por la 
urgencia de actuar la desinte-
gración social y la delincuen-
cia callejera que originan los 
marginados sociales. Asimismo, 
se establece una ecuación de 

igualdad entre el sentimiento 
de inseguridad ante los nuevos 
riesgos masivos que desencade-
na el progreso tecnológico, y el 
sentimiento de inseguridad ca-
llejera ligado al miedo a sufrir 
un delito en el desempeño de 
las actividades cotidianas.

Para Díez el nivel de 
prevención terciaria es 
el más interesante, por 
cuanto es el que inter-
viene sobre quienes ya 

están sometidos directa-
mente al control penal 
y no para quienes viven 

en un contexto social 
con factores de riesgo. 
La criminalidad de los 
socialmente excluidos 

constituye la dimensión 
no tecnológica de la 
sociedad del riesgo
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Politicas  
de prevención  
del delito

1.	 La política criminal es una 
política pública que requie-
re como cualquier política 
de objetivos y estrategias. 
No debe ser distinta en 
cuanto a mecanismos para 
la organización de lo que 
se realiza. En ella se analiza 
a fondo la realidad sobre lo 
que se quiere incidir, para 
lo que se evalúan recursos 

disponibles, se diseñan ob-
jetivos y se crean programas 
para cumplirlos.

La política pública tiene ele-
mentos propios. Es necesa-
rio que a la política criminal 
se la vea como una política 
pública y no como apéndice 
del Derecho Penal. Se acude 
a lo doctrinario para com-

Dr. José Luis Díez Ripollés * 
Criminólogo español 

pletar el esquema de lo que 
se ha dado en llamar “enci-
clopedia de las Ciencias Pe-
nales” que se ocupa del tema 
de delincuencia. 

El Derecho Penal se sirve de 
otras disciplinas como la Cri-
minología, Criminalística, 
Derecho Procesal, Medicina 
Legal y Política Criminal.
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2.	 La Política Criminal como po-
lítica pública y de Estado debe 
ser entendida como centro de 
la enciclopedia de las ciencias 
penales, ya que se encamina a 
luchar o reducir un problema 
social como es la delincuencia. 
Como política pública se sirve 
de una serie de instrumentos 
como el mismo Derecho Pe-
nal, en donde ocupa un lugar 
importante la Criminología y 
técnicas como la criminalís-
tica y ciencias forenses, entre 
otras disciplinas, que están su-
bordinadas a los objetivos tra-
zados y estrategias diseñadas 
para solucionar un problema.

3.	 Pero en este camino no fal-
tan las paradojas. Actualmen-
te vemos cómo se difumina 
la política criminal cuando 
debe ser tratada como políti-
ca pública, esto debido a las 
diferencias ideológicas de de-
recha, izquierda, progresista o 
conservadora, ya que cuando 
se toman decisiones son si-
milares, no idénticas pero si 
cercanas. Un ejemplo palpa-

ble puede ser la preocupación 
sobre los marginados (política 
destacada de izquierda), lo que 
produce tensión en el ámbito 
de las políticas conservadoras, 
ya que sería una etapa en la 
que intervienen penalmente 
determinados sectores. Lo que 
es usado en la actualidad como 
instrumento de agitación o 
propaganda del que se sirven 
gobiernos para obtener más 
votación y mejores resultados 
electorales. En este momento 
la política criminal no se desa-
rrolla para solucionar proble-
mas sociales sino problemas 
coyunturales electorales.

4.	 Una segunda idea es el predo-
minio de los intereses políticos 
frente a los intereses reales de 
la sociedad (demanda social); 
se utiliza a la política criminal  
para fundamentar tales deci-
siones, surgen los agentes po-
líticos que aducen tomar deci-
siones políticas ante la presión 
de las campañas mediáticas 
(alarma social), que anuncian 
insatisfacción social. 

Un país no es más riguroso 
por imponer más penas a los 
delitos o porque existan tipifi-
cadas más infracciones que en 
otras realidades, la rigurosidad 
se mide con la mejor imple-
mentación de políticas crimi-
nales, que no necesariamente 
tienen que ver con una infrac-
ción tipificada en ese país.

5.	 Al diseñar una política crimi-
nal deben también participar 
los no expertos, para no con-
dicionar la reforma (democra-
tización); la presión en una 
transformación por lo general 
es ejercida por los expertos 
o grupos de presión. Esto ha 
ayudado a que se marque cada 
vez más la diferencia entre la 
política criminal y otras po-
líticas públicas donde los ex-
pertos tienen un papel deter-
minante. La política jurídica 
de la política criminal llama la 
atención cuando es impulsada 
por catedráticos de Derecho 
Penal o altos niveles jurisdic-
cionales, ya que presionan 
para que esta sea trazada des-
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Un país no es más riguroso por imponer más penas a los delitos o porque existan 
tipificadas más infracciones que en otras realidades, la rigurosidad se mide con la 
mejor implementación de políticas criminales.
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Al diseñar una política 
criminal la participación 
de los no expertos (de-
mocratización) para no 
condicionar la reforma ha 
ayudado a que se mar-
que la diferencia entre la 
política criminal y otras 
políticas públicas donde 
los expertos tienen un 
papel determinante

de su punto de vista o estarán 
condenadas al fracaso, según 
los expertos.   

6.	 Otro aspecto importante en el 
diseño de la política criminal 
es la reivindicación realizada 
por agentes sociales protago-
nistas como son las víctimas, 
quienes pretenden decidir 
cómo tiene que estar confi-
gurado el Derecho Penal. Las 
víctimas y las personas que se 
identifican con ellas, constitu-
yen hoy en día los grupos de 
presión de víctimas. Hasenver 
sostenía que el Derecho Penal 
ejercía el “principio de neu-
tralización”, esto quiere decir 
que el Derecho Penal no está 
diseñado para satisfacer a la 
víctima, sino para atender sus 
necesidades, para mantener 
el orden social donde exis-
ten múltiples conductas pro-
fundamente perturbadoras 
de este orden y que atentan 
contra los intereses generales. 
Sin embargo, actualmente, 
la política criminal se diseña 
en función de la víctima y de 
compromisos internacionales 
que tienen un principio de va-
loración positiva que a veces 
permite atender determinados 
problemas que ciertas nacio-
nes no atienden debidamente. 

Hay veces que las organizacio-
nes internacionales pretenden 
que se tomen decisiones po-
lítico criminales de manera 
generalizada, a pesar de que 
pueden ser inadecuadas en de-
terminadas áreas geográficas. 
Un ejemplo es una política 
de drogas que EE.UU. trata de 
imponer a todo el planeta y 
aún otra más reciente cuando 
se pretende criminalizar la tra-
ta de seres humanos en el ori-
gen y no en el destino, donde 
se produciría la explotación.

7.	 Cuando la política criminal 
como política pública aborda 
el problema de la delincuencia, 
debemos recordar que el progra-
ma diseñado debe ser coherente 
con otros programas de política 
pública, debe estar conectado. 
Como ejemplo diremos que: 
un programa de resocialización 
de delincuentes en un país con 
programas sociales neoliberales, 
no dará un resultado efectivo ya 
que no responde a programas so-
ciales con los cuales resocializar.

La política criminal debe ser 
objetiva, consciente, si no es 
posible erradicar la delincuen-
cia o reducir la misma, ¿por 
qué hablamos de tolerancia 
cero?, la política criminal pre-
tende reducir la delincuencia 
a niveles asumibles pero no 
erradicarla. 

8.	 ¿Qué naturaleza le queremos 
atribuir a las intervenciones 

penales?. Pretendemos con 
ello mantener el status quo 
o consideramos al problema 
de la delincuencia como pro-
blema solamente de ciertas 
personas que delinquen por 
que quieren, o si considera-
mos que la delincuencia es 
un problema que tiene raíces 
sociales o individuales o de 
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otro tipo, entonces entende-
mos que hay que tomar una 
u otra decisión, por lo cual 
la  política criminal no será 
la misma, ya que obedece a 
factores diversos y el diseño 
de estrategias y acciones se 
lo trazará en función de has-
ta dónde queremos reducir 
la delincuencia. La paradoja 
en este sentido tiene que ver 
con las concepciones que 
manejamos: si las medidas a 
tomar contra la delincuen-
cia transgreden el estado de 
derecho; si creemos que es 
más importante la seguridad 
que la libertad, o estamos 
dispuestos a que haya todo 
tipo de inconductas delicti-
vas que probablemente las 
podríamos eliminar pero a 
costa de eliminar a toda la 
ciudadanía, o podríamos eli-
minar una serie de garantías 
de derechos fundamentales.

En el ámbito de reducción 
de la delincuencia hay deter-
minados tipos de políticas 
delictivas que nos gustaría 
acabar, pero no disponemos 

de recursos, o debemos de-
cidir hasta donde podemos 
llegar o no. 

9.	 En conclusión, prevenir la 
delincuencia es trazarse el 
objetivo de reducirla, no eli-
minarla; reducir la frecuen-
cia y la gravedad de los de-
litos que se cometen dentro 
de parámetros socialmente 
aceptables. No podemos 
trazar objetivos desmesura-
dos, sino prevenir la política 
dentro de los valores pro-
pios de un Estado social de 
derechos.

La política criminal en lo 
que tiene que centrarse es 
en asegurar que la interven-
ción de la lucha contra la 
delincuencia es hacer justi-
cia, analizando inclusive la 

situación penitenciaria. La 
intervención en el sistema 
penal debe respetar las ga-
rantías individuales. El mo-
delo penal garantista si bien 
pretende hacerse pasar por 
un modelo político crimi-
nal, no lo es, ya que no pre-
viene la delincuencia.

Los modelos de política cri-
minal nos exigen la elabora-
ción de indicadores en los 
que podremos verificar la 
evolución en la consecución 
de objetivos trazados y el di-
seño de ciertas estrategias.

Prevenir la delincuencia es trazarse el objetivo de 
reducirla, no eliminarla; reducir la frecuencia y la 
gravedad de los delitos que se cometen dentro de 
parámetros socialmente aceptables.

* Lo anterior es una versión libre a 
cargo del editor, de la conferencia 
magistral, del criminólogo español 
José Luis Díez Ripollés.



CONCLUSIONES
1.	 El interés de las Instituciones convo-

cadas para fortalecer los esfuerzos de 
políticas públicas de prevención, desa-
rrollar temáticas y propuestas prácticas 
de política pública en materia criminal.

2.	 El relieve que han adquirido convo-
catorias de contenido académico, in-
tercambio de experiencias, formación 
y pasantías que ponen de relieve in-
novaciones de contenido práctico, de 
utilidad para la definición de políticas 
criminales en los distintos países.

3.	 La urgencia de que los Estados reco-
nozcan la importancia de los trabajos 
de Política Criminal, desarrollados en 
diferentes países y por equipos multi-
disciplinarios, que ayudan en la pro-
ducción de información confiable y 
oportuna tanto como en su capacidad 
de análisis.

4.	 La conceptualización adecuada de Po-
lítica Criminal dentro de los márgenes 
del respeto de los Derechos Humanos 
y la realización de la justicia, bajo el 
criterio de que en ausencia de esa su-
perestructura política no se pueden 
construir modelos institucionales de 
gestión.

5.	 La realización práctica de la justicia 
penal ha de permitir el más importante 
insumo de la Prevención del Delito.

6.	 Es indispensable producir sinergias en 
la Política Pública de cada Estado, tras 
un pensamiento concreto, sin agendas 
concebidas desde el activismo político 
y decantando propuestas en un amplio 
espectro deliberativo.

7.	 Hace falta construcción de conoci-
miento criminológico y aplicaciones 
prácticas en materia de procesos en in-
vestigación e inteligencia criminal.

8.	 La inteligencia criminal como un tra-
bajo de relieve debería tener un enfo-
que preventivo y no tan solo reactivo, 
interviene inclusive antes de la judicia-
lización de un caso.

9.	 No nos interesa solo el cometimiento 
del delito sino su gravedad y el grado 
de afectación social. A partir del cono-
cimiento de esta dinámica podemos ge-
nerar Política Pública.

10.	Es indispensable fortalecer las líneas de 
capacitación institucional de los Minis-
terios Públicos, a fin de que ellos con 
el apoyo multidisciplinario de técnicos 
estén en condiciones de formular polí-
tica pública en la materia, para fines de 
asesoría o consejo en las decisiones de 
cada Estado.
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